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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, veintiocho de mayo de dos mil nueve 
Acta número 0037 del 28 de mayo de 2009
En la fecha, siendo las tres de la tarde, esta Sala y su Secretaria declaran abierto el acto público programado para resolver la alzada que la parte demandada ha propiciado contra la sentencia con que el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, el 28 de enero del presente año, puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que Luz Elena Cifuentes Gutiérrez adelanta contra el Instituto de Seguros Sociales.
El proyecto presentado por el ponente fue discutido y aprobado según consta en el acta arriba mencionada. Para el efecto que nos ocupa se reseñan estos 

ANTECEDENTES

Manifiesta la actora a través de vocero judicial, que su cónyuge, Armando Arias Arias, falleció el 28 de junio de 1994, habiendo cumplido con los requisitos para que la demandante se hiciera acreedora a la pensión de sobrevivientes establecida en la Ley 100 de 1993; la pareja contrajo matrimonio el 27 de marzo de 1993, conviviendo de manera ininterrumpida hasta la fecha del deceso de Arias Arias; inicialmente no adelantó trámites respecto de su derecho pensional, toda vez que en el Instituto de seguros Sociales le informaron que no tenía derecho a ello, por cuanto no había convivido con el causante durante los últimos 2 años antes de su deceso; posteriormente fue asesorada para presentar la solicitud de su pensión, siéndole negada por medio de la Resolución 7476 del 30 de julio de 2007, indicando que la peticionaria no convivió con Arias Arias durante los últimos 2 años; contra el mencionado acto administrativo fueron interpuestos los recursos de reposición y en subsidio apelación, los cuales a la fecha de presentación de la demanda, y habiendo transcurrido más de 5 meses, no habían sido resueltos.  
Con sustento en esa relación de hechos, solicita que se condene al Instituto de Seguros Sociales al pago de la pensión de sobrevivientes causada por la muerte de su cónyuge, a partir del 28 de junio de 1994, incluyendo las mesadas adicionales de junio y diciembre, intereses moratorios y costas procesales. 
La demanda fue admitida por auto del 9 de mayo de 2008 por el Juzgado Segundo Laboral de este Circuito, fl. 24, ordenándose correrla en traslado al demandado.

Cumplido el trámite anterior y mediante apoderado judicial se pronunció el Instituto de Seguros Sociales, fls. 27-31, pronunciándose respecto a los hechos, oponiéndose a las pretensiones de la demanda y excepcionando Prescripción, Inexistencia de las obligaciones demandadas, cobro de lo no debido, Buena fe y Genérica. 
El intento de conciliación fracasó por la manifestación de la demandada respecto a no asistirle tal ánimo, fl. 36; surtidas otras etapas procesales, se constituyó el Despacho en primera audiencia de trámite, se decretaron las pruebas que a las partes interesaban y se fijó fecha para el juzgamiento. 

El 28 de enero de 2009 se dictó sentencia en la que se absolvió al Instituto de Seguros Sociales, para ello consideró la a quo que no se demostró la convivencia efectiva entre la pareja, siendo este un requisito necesario para conceder la prestación solicitada, citó sentencia de la Corte Suprema de Justicia en respaldo de su decisión fls. 78-88. 

Inconforme con la decisión apela el apoderado de la demandante, fl. 89, insistiendo en que la convivencia, al tenor del artículo 47 de la original Ley 100 de 1993, es un requisito entratándose de la muerte de un pensionado, más no en el mismo evento respecto de un afiliado.

Concedido el recurso fueron enviados a esta Sede los autos y corrido a las partes el traslado de rigor, presentó escrito el apoderado de la demandante; se procede a resolver con apoyo en estas
CONSIDERACIONES
La inconformidad de la apelante se circunscribe exclusivamente a que considera que, al tenor del artículo 47 de la Ley 100 de 1993, no se exige el requisito de la convivencia cuando el cónyuge que reclama la pensión de sobrevivientes lo hace por la muerte de un afiliado.
Pues bien, tenemos que el asegurado, Armando Arias Arias, falleció el 28 de junio de 1994, fl. 16, encontrándose también acreditado que contrajo matrimonio con  la demandante el 27 de marzo de 1993, fl. 15.
Conforme a la fecha del fallecimiento, es aplicable al presente asunto la normatividad vigente para dicha época, es decir, la Ley 100 de 1993, sin las modificaciones introducidas a ella posteriormente.

Establecía el original artículo 47 de la mentada ley:

“ARTICULO 47. 
Beneficiarios de la Pensión de Sobrevivientes.   Son beneficiarios de la pensión de sobrevivientes: 

a) En forma vitalicia, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite. 

En caso de que la pensión de sobrevivencia se cause por muerte del pensionado, el cónyuge o la compañera o compañero permanente supérstite, deberá acreditar que estuvo haciendo vida marital con el causante por lo menos desde el momento en que éste cumplió con los requisitos para tener derecho a una pensión de vejez o invalidez, y hasta su muerte, y haya convivido con el fallecido no menos de dos (2) años continuos con anterioridad a su muerte, salvo que haya procreado uno o más hijos con el pensionado fallecido. 

b) Los hijos menores de 18 años; los hijos mayores de 18 años y hasta los 25 años, incapacitados para trabajar por razón de sus estudios y si dependían económicamente del causante al momento de su muerte; y, los hijos inválidos si dependían económicamente del causante, mientras subsistan las condiciones de invalidez. 

c) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente e hijos con derecho, serán beneficiarios los padres del causante si dependían económicamente de éste. 

d) A falta de cónyuge, compañero o compañera permanente, padres e hijos con derecho, serán beneficiarios los hermanos inválidos del causante si dependían económicamente de éste.” (Subrayado nuestro) 

De una lectura desprevenida de la norma, se puede deducir que la convivencia es una exigencia que se hace únicamente cuando la pensión de sobrevivientes se cause por la muerte de un pensionado, quedando exento de dicho requisito quien reclame por el deceso de un afiliado. 

Pues bien, ello no es así. Tanto la Corte Suprema de Justicia como la Corte Constitucional, han sido enfáticos en que la pensión de sobrevivientes se causa, no por los vínculos legales o de hecho existentes entre la pareja, sino por la real y efectiva convivencia entre ellos.

Es acogida por esta Sala la sentencia de la Corte Suprema de Justicia del 12 de diciembre de 2007, citada acertadamente por la a quo en respaldo de su decisión, la cual indica, sin dejar lugar a dubitación alguna, que el requisito de convivencia exigido en el artículo 47, se predica igualmente respecto del pensionado, como del afiliado fallecido..
La Corte Constitucional, en sentencia del 10 de marzo de 2006, realiza planteamientos similares, dejando claro que la convivencia es un requisito imprescindible al momento de reclamar un beneficio pensional derivado, ya sea de la muerte de un pensionado o de un afiliado al Sistema de Seguridad Social en Pensiones. Veamos:

“(...). La tesis de la Corte Constitucional coincide con la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, al considerar que la convivencia efectiva al momento de la muerte se constituye en el elemento central para determinar el beneficiario de la pensión de sobrevivientes en el caso de los cónyuges o compañeros permanentes, y esa condición no se suple por la existencia de un hijo común, en cuanto se trata de un requisito autónomo y distinto del de la vida marital en los dos años anteriores a la muerte. 

…
El requisito de la convivencia para el momento de la muerte que exige la norma no puede ser reducido a la sola circunstancia de un encuentro, estimado exclusivamente por su oportunidad; con la dimensión temporal han de concurrir otras como la fortaleza de los vínculos espirituales, las condiciones sociales, laborales, económicas, de salud que apoyaban o distanciaban la efectiva pertenencia al grupo, y especialmente, si ese reencuentro al final de la vida con el afiliado o pensionado que luego fallece es auténtica respuesta de socorro al enfermo, y no el mero aprovechamiento de un beneficio prestacional. …” (Subrayado nuestro)
Establecida como ha quedado la obligación de demostrar la convivencia con el afiliado por parte de su cónyuge o compañera permanente, durante los 2 últimos años anteriores a su deceso, corresponde ahora verificar el cumplimiento de dicha exigencia, lo cual se hará analizando la prueba testimonial presente en el infolio.
A folio 67 rindió testimonio la señora Gladis Henao Henao, quien dio cuenta de la convivencia de la pareja, señalando que “duraron de casados unos doce o trece meses” y que nunca se separaron.
Por su parte, la señora Gloria Damaris García Hernández, a folio 70 expuso que el causante “vivía con la esposa Luz Elena Cifuentes … ellos estaban casados y llevaban casi el año cuando murió”, agrega que la pareja nunca se separó.

Por último, Beatriz Elena Londoño Saldarriaga afirmó que Armando vivía con Luz Elena y que cuando éste murió hacía más de quince meses estaba con ella.
Del anterior panorama probatorio se decanta con facilidad, que la pareja no alcanzó a convivir el tiempo exigido por la ley para que el cónyuge supérstite adquiriese el derecho pensional reclamado, esto es, durante los dos últimos años anteriores al deceso del causante, amén que ello es confirmado por lo afirmado en el hecho 2° de la demanda, donde se manifiesta que la pareja contrajo matrimonio el 27 de marzo de 1993 y que convivieron desde dicha calenda hasta la muerte del afiliado, es decir, hasta el 28 de junio de 1994, haciéndose obligatoria la confirmación de la sentencia de primera instancia.

Costas en esta sede no se causaron.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia que por vía de apelación ha revisado.

Costas en esta Sede no se causaron.
Notificación en estrados.

No siendo otro el objeto de esta audiencia, se levanta y firma la presente acta.

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO

Secretaria
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